Radicación: 66-687-40-89-001 -2021 -00005-01

Procedencia:  Juzgado Promiscuo del Circuito de Santuario

Accionante:  Yuliana Bolívar Jiménez

Accionado:  Central Hidroeléctrica de Caldas –CHEC-

Decisión:  Confirma  


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO A UNA VIVIENDA DIGNA / ES DE SEGUNDA GENERACIÓN / SERVICIO DE ENERGÍA ELÉCTRICA / PROCEDENCIA EXCEPCIONAL DE LA TUTELA / PRINCIPIO DE LA CONFIANZA LEGÍTIMA / DERIVADO DE LA CONCESIÓN DE UNA LICENCIA DE CONSTRUCCIÓN.
Establece el artículo 51 de la Constitución que “Todos los colombianos tienen derecho a vivienda digna”, entendiéndose este como un derecho de carácter prestacional, de segunda generación…
Ahora bien, al tratarse de un derecho catalogado como económico, de entrada se puede pensar que no es susceptible de ser protegido por vía Constitucional, sin embargo, teniendo en cuenta que el hecho de habitar una vivienda digna está ligado a otro tipo de derechos de primera generación, como la vida en condiciones dignas, la integridad física, igualdad y salud, entre muchos otros, la jurisprudencia Constitucional ha indicado que existen eventos en que sí es susceptible de ser protegido por este medio…
El principio de la confianza legítima se deriva del artículo 83 Superior, bajo el cual se entiende que las autoridades públicas no pueden alterar intempestivamente sus relaciones con los asociados, más aún cuando de manera previa le han dado a entender al administrado que en su caso existe una cierta estabilidad que lo ampara y que por tanto esa condición no tiene vocación de cambiar. (…)
… aquí hay circunstancias que no pueden conspirar negativamente en contra de los intereses y derechos fundamentales del núcleo familiar de la señora Yuliana Bolívar Jiménez, porque si invocamos en este punto el principio de confianza legítima del que hablamos arriba, debemos tener en consideración que la Secretaría de Planeación del Municipio de Santuario le otorgó a la accionante, en las calendas del 15 de marzo de 2018, una licencia para construir su vivienda de habitación tipo residencial, en el lugar en que se encuentra ubicada en la actualidad; luego, ningún tipo de lógica tiene que se le otorgue un permiso o licencia de estas características a un ciudadano para una vivienda que no podrá contar con los servicios públicos básicos y necesarios para su habitabilidad…
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Aprobado por Acta No. 316
	Radicación: 
	66-687-40-89-001-2021-00005-01

	Procedencia: 
	Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía

	Accionante: 
	Yuliana Bolívar Jiménez 

	Accionado: 
	Central Hidroeléctrica de Caldas – CHEC

	Decisión: 
	Confirma       


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por parte del Representante Judicial de la CENTRAL HIDROELÉCTRICA DE CALDAS –CHEC-, en contra del fallo de tutela por medio del cual el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, amparó transitoriamente los derechos reclamados por la señora YULIANA BOLÍVAR JIMÉNEZ.
ANTECEDENTES:

Refirió la accionante que Ella tiene una vivienda en el sector “el Rosal” de la Vereda “La Mariana” del municipio de Santuario, predio que se encuentra identificado con la ficha catastral Nro. 000100100022029 y matrícula inmobiliaria Nro. 297-3196. Agregó que la Secretaría de Planeación del municipio le concedió la respectiva licencia de construcción Nro. 40-100-35-11 en el año 2018. 
El 19 de julio de 2019 la accionante presentó ante la CHEC una solicitud de instalación del servicio de energía eléctrica, pero ese prestador despachó de manera desfavorable su petición, por cuanto el predio no guardaba las distancias establecidas en el artículo 2º de la Ley 1228 de 2008. Esa decisión fue confirmada en segunda instancia por parte de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios. 
A pesar de lo anterior, en las calendas del 10 de marzo de 2020 la Secretaría de Planeación de Santuario expidió una certificación en la que consta que su predio está exento de la Ley 1228 de 2008, por ser construida antes de la entrada en vigencia de la misma. Además, refirió que en el sector se tienen instalados los postes y energía eléctrica. 
PRETENSIONES:

Con base en los hechos anteriormente relacionados, la accionante pidió la protección de su derecho fundamental a la vivienda digna, y como consecuencia de ello, que se le instale el servicio de energía eléctrica.
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA: 

1. Admisión: 

Tras avocar el conocimiento de la actuación, el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, ordenó correr traslado de la demanda a la CHEC, y vinculó de manera oficiosa a la Secretaría de Planeación Municipal de Santuario y a la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios.
2. Intervenciones: 

En respuesta al traslado, se pronunció el alcalde municipal de Santuario, Adrián Bedoya Cano, quien se opuso a las pretensiones de la accionante, aseverando que ella “está solicitando una licencia para un inmueble que no cumple con las exigencias de la Ley 1228 de 2008”. Aun cuando reconoció que sí expidió los permisos de licencia para la construcción de la vivienda. De cualquier modo, aclaró que la competencia para instalar el servicio de energía recae sobre la CHEC y no sobre el municipio.
El representante judicial de la CHEC, Juan Rodrigo Bustos Giraldo, sostuvo que si bien “la señora Bolívar está presentando un documento en el escrito de la tutela como soporte por parte de Planeación Municipal de Santuario con fecha del 10/03/2020 que dice que el predio está exento de la Ley 1228 porque anteriormente había una vivienda que fue demolida, sin embargo la Ley es muy clara…” en cuanto a que “se prohíbe la construcción o mejora en las fajas de retiro estipuladas en el Artículo 2do de la norma mencionada”.
Además, explicó que, según la cláusula 8 del Contrato de Condiciones Uniformes de la CHEC S.A. E.S.P. – CCU, esa entidad puede negar la instalación del servicio de energía “cuando el inmueble objeto de la solicitud del servicio no cumpla con las disposiciones consagradas en la Ley 1228 de 2008 o en aquellas que la adicione, aclaren, modifiquen o sustituyan”.
De otro lado, reconoció que las casas contiguas a la de la ahora accionante cuentan con el servicio de energía, y ello se debe a que fueron construidas antes de la entrada en vigencia de la Ley 1228 de 2008. 

Finalmente, citó las normas que estimó pertinentes.
La apoderada de la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, Erika Salazar Duque, dijo que la presente acción de tutela no debe prosperar, por cuanto esa entidad no ha desconocido los derechos reclamados por la accionante, en la medida en que se pronunció oportunamente sobre los recursos por ella promovidos en la vía administrativa. 
Expuso que la decisión del recurso de apelación que confirma la respuesta de la Empresa CHEC de no autorizar la conexión del servicio de energía para el predio de la accionante, por encontrarse ubicado a una distancia de 8.80 metros de la vía, con lo cual se incumple las disposiciones de la Ley 1228 de 2018, se emitió teniendo en cuenta las pruebas aportadas por el prestador, y anotó que la certificación N° 40-100-8. 10-20 del 10 de marzo de 2020, aportada en la acción de tutela, fue expedida con posterioridad al trámite de apelación que resolvió la negativa del servicio.
3. Sentencia:

El despacho de primer nivel profirió sentencia en la que dispuso: 
“PRIMERO: Amparar transitoriamente los derechos fundamentales a la vivienda digna, al acceso al servicio público domiciliario de energía y a la igualdad de la señora Yuliana Bolívar Jiménez, identificada con la cédula de ciudadanía No. 1.090.150.182, de acuerdo a lo expuesto en la parte motiva de esta sentencia.

SEGUNDO: En consecuencia, se ordena al Gerente Jhon Jairo Granada, o quien haga sus veces de la Central Hidroeléctrica de Caldas CHEC, que en el término improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir del día siguiente a la notificación de la presente providencia, proceda a dotar del servicio público de energía a la vivienda ubicada en el sector el Rosal de la vereda la marina del municipio de Santuario, puntualmente en el predio identificado con la ficha catastral N° 000100100022029 y matricula inmobiliaria N°297-3196, siempre y cuando dentro de los 4 meses siguientes a la ejecutoria de este fallo aquel instaure la respectiva demanda ante la justicia contencioso administrativa, so pena de que quede sin efectos este amparo.

TERCERO: Prevenir, a la Alcaldía del Municipio de Santuario, en cabeza del señor alcalde Adrián Bedoya Cano o quien haga sus veces, para que ejerza la vigilancia del cumplimiento de la orden impuesta a la empresa de servicios públicos domiciliarios.
CUARTO: Desvincular de la presente acción a la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios…”

Para poder tomar una decisión en esos términos, el titular del Juzgado A Quo expuso que si bien es cierto la CHEC actuó en derecho al no acceder a la solicitud de instalación del servicio de energía eléctrica deprecado por la accionante, por cuanto existe una ley vigente que da esas directrices, lo cierto del caso es que a la accionante se le concedió por parte del municipio una licencia de construcción y no puede ahora coartársele un derecho cuando ya su vivienda está edificada con el aval del municipio, máxime cuando existen casas contiguas que sí cuentan con el servicio de energía, lo que trasgrede, en igual sentido el derecho a la igualdad de la actora. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:

Inconforme con la anterior decisión, el representante judicial de la CHEC presentó dentro del término legalmente previsto un escrito mediante el cual la impugnó. De dicho memorial, se extrae como relevante lo siguiente: 

· Que en el fallo se está avalando la ilegalidad de la construcción por ser violatoria de la ley 1228/08.
· Se habrá de acatar la decisión, aun cuando contraría la Ley 1228 de 2008. 
· Las posibilidades de que se presente una acción ante la jurisdicción contencioso administrativas son precarias, y por ende, las posibilidades de someter a la accionante a un corte del servicio a futuro son altas 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y Decreto 1983 de 2017.

2. Problema jurídico: 
Le corresponde a la Sala determinar si la decisión de primer nivel estuvo ajustada a derecho, o si le asiste razón a la entidad impugnante al aseverar que la accionante no tiene derecho a la instalación del servicio de energía. 

3. Solución:

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

El derecho a la vivienda digna.

Establece el artículo 51 de la Constitución que “Todos los colombianos tienen derecho a vivienda digna”, entendiéndose este como un derecho de carácter prestacional, de segunda generación; la Corte Constitucional lo ha definido así:

“El concepto de vivienda digna implica contar con un lugar, propio o ajeno, que le permita a la persona desarrollarse en unas mínimas condiciones de dignidad y satisfacer su proyecto de vida. Igualmente, el artículo 51 de la Constitución Política consagra el acceso a una vivienda digna como un derecho de todas las personas, y asigna al Estado la obligación de fijar las condiciones necesarias para hacerlo efectivo a través de la promoción de planes de vivienda de interés social, sistemas adecuados de financiación a largo plazo y formas asociativas para la ejecución de dichos programas.” 

Ahora bien, al tratarse de un derecho catalogado como económico, de entrada se puede pensar que no es susceptible de ser protegido por vía Constitucional, sin embargo, teniendo en cuenta que el hecho de habitar una vivienda digna está ligado a otro tipo de derechos de primera generación, como la vida en condiciones dignas, la integridad física, igualdad y salud, entre muchos otros, la jurisprudencia Constitucional ha indicado que existen eventos en que sí es susceptible de ser protegido por este medio, concretamente cuando lo que está en juego es un derecho de raigambre iusfundamental. 
Ahora, para que una vivienda pueda ser catalogada como digna, la Corte Constitucional ha fijado unos criterios: 
“En primer lugar, debe presentar condiciones adecuadas, las cuales dependen de la satisfacción de los siguientes factores, entre otros: (i) habitabilidad, es decir, que la vivienda cumpla con los requisitos mínimos de higiene, calidad y espacio necesarios para que una persona y su familia puedan ocuparla sin peligro para su integridad física y su salud. (ii) facilidad de acceso a los servicios indispensables para la salud, la seguridad, la comodidad y la nutrición de sus ocupantes; (iii) ubicación que permita el fácil acceso a opciones de empleo, centros de salud y educativos, y otros servicios sociales, y en zonas que no pongan en riesgo la salud de los habitantes, y (iv) adecuación cultural a sus habitantes.” 

Además, el Alto Tribunal sostuvo en la Sentencia T-761 de 2015, lo siguiente: 
“[u]na condición imprescindible para el goce pleno del derecho a la vivienda digna es que exista una adecuada infraestructura de servicios públicos
, que atienda los requerimientos más elementales de la existencia. Uno de estos servicios es el de energía eléctrica con el cual las personas satisfacen muchas de sus necesidades cotidianas como son: conservar alimentos, tener una adecuada iluminación, asegurar condiciones de higiene y aseo, entre otros. La Corte ha recalcado que las dificultades en el acceso al fluido eléctrico tienen consecuencias ‘en la agudización de la pobreza extrema y pone a la ciudadanía en condiciones de especial vulnerabilidad.’” 

El principio de la confianza legítima: 

El principio de la confianza legítima se deriva del artículo 83 Superior, bajo el cual se entiende que las autoridades públicas no pueden alterar intempestivamente sus relaciones con los asociados, más aún cuando de manera previa le han dado a entender al administrado que en su caso existe una cierta estabilidad que lo ampara y que por tanto esa condición no tiene vocación de cambiar. 
Frente al tema ha dicho la Corte Constitucional:

“(…) la Corte Constitucional se ha referido al principio de confianza legítima como una expresión de la buena fe consistente en que el Estado no puede súbitamente alterar unas reglas de juego que regulaban sus relaciones con los particulares, sin que se les otorgue a estos últimos un período de transición para que ajusten su comportamiento a una nueva situación jurídica. No se trata, por tanto, de lesionar o vulnerar derechos adquiridos pues éstos no existen en la situación en consideración, sino tan sólo de amparar unas expectativas válidas que los particulares se habían formado con base en acciones u omisiones estatales prolongadas en el tiempo. Además, se ha advertido, que este principio busca proteger al administrado frente a las modificaciones intempestivas que adopte la administración, desconociendo antecedentes en los cuales aquél se fundó para continuar en el ejercicio de una actividad o reclamar ciertas condiciones o reglas aplicables a su relación con las autoridades. Esto quiere decir que el principio de confianza legítima es un mecanismo para conciliar los posibles conflictos que surjan entre los intereses públicos y los intereses privados, cuando la administración ha creado expectativas favorables para el administrado y súbitamente elimina dichas condiciones. Así pues, la confianza que el administrado deposita en la estabilidad de la actuación de la administración, es digna de protección y debe respetarse.”

En la Sentencia T-675 de 2011 sostuvo ese Tribunal que: 
“Este derecho se deduce razonablemente de una interpretación sistemática de la Constitución, en la cual se toman como referentes normativos el principio de buena fe (art. 83, C.P.) y el fin de la seguridad jurídica (art. 2, C.P.). De acuerdo con el entendimiento que le ha dado la Corte a la confianza legítima, se trata de un principio con raigambre constitucional que, entre otros efectos, tiene el de prohibirles a las autoridades públicas y a los poderes privados que por ejemplo participan en la prestación de servicios públicos, o en la satisfacción de necesidades básicas “contravenir sus actuaciones precedentes y [d]efraudar las expectativas que generan en los demás, a la vez que compelen a las autoridades y a los particulares a conservar una coherencia en sus actuaciones, un respeto por los compromisos adquiridos y una garantía de estabilidad y durabilidad de las situaciones que objetivamente permitan esperar el cumplimiento de las reglas propias del tráfico jurídico.

…Es postulado esencial de nuestro ordenamiento jurídico, la presunción de buena fe, que desde sus inicios esta Corporación ha definido como un valor que exige, tanto a los particulares como a las autoridades, ceñirse en sus actuaciones a una conducta sustentada en la confianza, seguridad y credibilidad que generan las actuaciones de los demás. La confianza legítima, que deriva del principio de la buena fe, envuelve para los jueces y para los particulares mantener una coherencia en sus actuaciones, un respeto por los compromisos a los que se han obligado y una garantía de estabilidad y durabilidad en el cumplimiento de las reglas jurídicas, buscando proteger al administrado y al ciudadano frente a cambios sorpresivos de las autoridades”.

Además, en la Sentencia T-058 de 2017, dijo: 

“La confianza legítima se erige en virtud de actuaciones administrativas que generan la convicción de estabilidad de situaciones jurídicas concretas y expectativas favorables por parte de los ciudadanos. Esta situación, no puede modificarse intempestivamente. Para cambiarla se requiere surtir el debido procedimiento administrativo y otorgar al afectado un lapso transitorio para que se adecue al nuevo escenario jurídico.”

Teniendo como norte los apartes jurisprudenciales citados en precedencia, la Sala debe efectuar con respecto al caso concreto las siguientes apreciaciones: 

1. Tal y como lo expuso el Juzgado de primera instancia, el comportamiento asumido por parte de la empresa prestadora del servicio de energía CHEC en el caso de la accionante, estaría ajustado a derecho si en cuenta se tiene que lo hizo amparada en las disposiciones de la Ley 1228 de 2008, la cual se encuentra vigente. 

2. La mencionada ley estipula una prohibición para la prestación de servicios públicos domiciliarios a los inmuebles construidos a partir de su entrada en vigencia, que no cumplan con las áreas de exclusión o fajas mínimas de retiro obligatorio. 
3. Pero, a pesar de lo anterior, vemos que aquí hay circunstancias que no pueden conspirar negativamente en contra de los intereses y derechos fundamentales del núcleo familiar de la señora Yuliana Bolívar Jiménez, porque si invocamos en este punto el principio de confianza legítima del que hablamos arriba, debemos tener en consideración que la Secretaría de Planeación del Municipio de Santuario le otorgó a la accionante, en las calendas del 15 de marzo de 2018, una licencia para construir su vivienda de habitación tipo residencial, en el lugar en que se encuentra ubicada en la actualidad; luego, ningún tipo de lógica tiene que se le otorgue un permiso o licencia de estas características a un ciudadano para una vivienda que no podrá contar con los servicios públicos básicos y necesarios para su habitabilidad, entonces, siguiendo esa misma línea, es evidente que si el municipio, a través de la Secretaría de Planeación, concede una licencia para construcción, es porque verificó por cualquier medio válido el cumplimiento de los requisitos y distancias mínimas de seguridad. 
4. De otro lado, tenemos una certificación expedida el 10 de marzo de 2020 por la titular de la Secretaría de Planeación del Municipio de Santuario, en la que consta que “Que en el predio ubicado en la Vereda la Bretaña sector El Rosal propiedad del señor Luis Alberto Bolívar… existía una vivienda antes del año 2008, la cual fue demolida y por lo cual posteriormente se expidió la Resolución de Licencia de Construcción nº 40-100-35-11 del 15 de marzo de 2018, por tal razón dicho predio está exento de la ley 1228 ya que la vivienda fue construida antes de que rigiera la ley en mención”, certificación que al ser expedida por autoridad competente goza de presunción le legalidad. 
5. La empresa prestadora del servicio de energía CHEC reconoció que las casas colindantes con la de la señora Yuliana Bolívar Jiménez cuentan con el servicio de energía, pese a encontrarse en las mismas condiciones, por cuanto fueron construidas antes de la entrada en vigencia de la Ley 1228 de 2008, lo que corrobora los dichos de la accionante, en el sentido que en su vivienda la instalación del servicio de energía eléctrica no implica la construcción de redes de distribución y postes, porque estos ya están ubicados en el sector. Entonces, lo sucedido en el caso de la titular de los derechos también denotaría un desconocimiento de su derecho a la igualdad, por cuanto existen personas que, al estar en situaciones casi análogas a la suya, reciben un tratamiento distinto.  
Acorde con lo anterior, la Sala considera que sí era plausible intervenir de manera transitoria en favor de los derechos de rango fundamental de la accionante, hasta tanto se defina en la vía jurisdiccional pertinente el asunto, para establecer si hay lugar o no a mantener en firme la presente decisión, por cuanto en Ella, al momento de otorgarle la licencia de construcción de su vivienda, se había generado una expectativa legítima por parte de las autoridades municipales de Santuario en el sentido de que al inmueble se le podía instalar el servicio domiciliario de energía eléctrica, expectativa esta que se robusteció aún más como consecuencia de que los predios vecinos son beneficiarios del servicio que de manera inequitativa se le ha negado a la accionante.
Acorde con lo anterior, la Sala confirmara el proveído opugnado.
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, el 15 de marzo del año avante, dentro de la solicitud de amparo constitucional instaurada por la señora YULIANA BOLÍVAR JIMÉNEZ. 
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado
� Sentencia T-245 de 2012, M.P. Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.


� Corte Constitucional, Sentencia T-141 de 2012.


� Como se explicará más adelante de esta providencia, la Observación General 4 del Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales establece siete condiciones que configuran el derecho a la vivienda adecuada, entre ellas, que exista disponibilidad servicios públicos.


� Corte Constitucional, Sentencia T-761 de 2015. M.P Alberto Rojas Ríos. En la decisión se amparó el derecho al agua potable y energía eléctrica por su conexidad con la vida en condiciones dignas, de una mujer de 62 años y su familia cuyos escasos recursos les impidió pagar los mencionados servicios públicos, que a su vez fueron suspendidos. En el fallo se ordena a la empresa de servicios públicos realizar un acuerdo pago con la accionante, ofreciéndole plazos flexibles para que cumpla sus obligaciones y garantizando mientras tanto el suministro de los servicios. En la decisión se afirmó que: “la suspensión de la corriente eléctrica implica la amenaza de vulneración de los derechos fundamentales de los niños y niñas que integran el núcleo familiar de la accionante, esto es a la alimentación equilibrada, la educación y la salud.”


� Corte Constitucional, sentencia T-208 de 2008, M.P. Dra.  Clara Inés Vargas Hernández. 


� Sentencia Corte Constitucional T-675/11
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